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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: Jesús Eduardo Cabrera Romero

 

En fecha 07 de junio de 1999, los abogados Rafael Ortiz-Ortiz y Auslar López Villegas, actuando en su carácter de apoderados judiciales de la sociedad mercantil PDVSA Petróleo y Gas, S.A., filial de Petróleos de Venezuela S.A. y antes denominada Corpoven, S.A.; inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el 16 de noviembre de 1978, bajo el Nº 26, Tomo 127-A-Sgdo., y cuya última reforma estatutaria –mediante la cual modificó su denominación social– consta de documento inscrito en el prenombrado Registro Mercantil, en fecha 30 de diciembre de 1997, bajo el Nº 21, Tomo 583-A-Sgdo.; interpusieron por ante el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, acción de amparo constitucional en contra de la sentencia de fecha 18 de febrero de 1999, emanada del Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declarara el derecho del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (SINTRAIP) “(...) a participar y discutir la convención colectiva que rige las relaciones de la industria petrolera con sus trabajadores y, en particular, el proyecto de contratación colectiva presentado en fecha 26 de junio de 1997”.

 

El 14 de junio de 1999, el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas –al que correspondió el conocimiento en virtud de la distribución de ley– admitió la referida acción de amparo, ordenando la consecuente notificación al Juez presuntamente agraviante, así como al Fiscal del Ministerio Público.

 

Mediante escrito de fecha 13 de julio de 1999, los apoderados de la presunta agraviada, solicitaron medida cautelar innominada de suspensión de efectos de la sentencia impugnada, cual es la dictada por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 18 de febrero de 1999. Posteriormente, el día 14 del mismo mes y año, el tribunal a quo acordó la medida solicitada por encontrar llenos los extremos de ley.

 

Por diligencia del 16 de julio de 1999, el Juez de la causa manifestó haber emitido opinión al sostener una conversación con el apoderado del mencionado sindicato, en relación con la medida cautelar acordada, en virtud de lo cual procedió a inhibirse del conocimiento de la causa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84 del Código de Procedimiento Civil. 

 

En fecha 27 de julio de 1999, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declaró procedente la inhibición planteada por el Juez a quo, en virtud de lo cual, fijó un lapso de treinta (30) días para dictar sentencia. 

 

 

Posteriormente, mediante decisión del 26 de agosto de 1999, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declaró con lugar la acción de amparo interpuesta. Siendo el día 31 del mismo mes y año, el ciudadano Ricardo Elías Vargas Vílchez, actuando en su carácter de Presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (SINTRAIP), debidamente asistido por los abogados María Angélica González y José Francisco Morales, apeló de la anterior decisión. Por tal motivo, el tribunal de la causa ordenó la remisión del presente expediente a la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, el cual fue debidamente recibido por ésta el 17 de septiembre de 1999.

 

En fecha 11 de octubre del mismo año, el ciudadano Ricardo Elías Vargas Vílchez, actuando en su carácter de Presidente del ya referido sindicato, debidamente asistido por el abogado José Francisco Morales, presentó escrito por ante la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, en el cual manifestó que “el hecho lesivo que, a juicio del solicitante [del amparo] viola sus derechos constitucionales, cesó cuando el día cuatro (04) de octubre de mil novecientos noventa y nueve, [la presunta agraviada] dio cumplimiento voluntario a la decisión de fecha dieciocho (18) de febrero de mil novecientos noventa y nueve, dictada por el Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de la Región Capital (sic) [...]”, toda vez que “[...] a la fecha del presente escrito nos encontramos discutiendo la convención Colectiva Petrolera”.
 

Mediante sentencia del 13 de enero del año en curso, la Sala de Casación Civil de este Alto Tribunal, declinó su competencia para conocer la presente acción en esta Sala Constitucional. El 31 de enero de 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente a quien con tal carácter suscribe el presente fallo. Realizada la lectura del expediente, pasa la Sala a decidir, previas las consideraciones siguientes:

 

De la acción de amparo

En el escrito contentivo de la acción de amparo, los apoderados judiciales de la presunta agraviada, fundamentaron su pretensión en los siguientes argumentos de hecho y de derecho:

 


1.- 
Que en fecha 26 de junio de 1997, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (SINTRAIP), presentó un proyecto de convención colectiva de trabajo por ante el Ministerio del Trabajo. Posteriormente, el 23 de septiembre del mismo año, siendo la oportunidad de instalarse las negociaciones del referido proyecto de convención colectiva, las sociedades mercantiles Corpoven, S.A.; Maraven, S.A. y Lagoven, S.A. (todas antecesoras de PDVSA Petróleo y Gas, S.A.), se opusieron a la realización de tal negociación, de conformidad con el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo, alegando la existencia de un contrato colectivo vigente y la falta de legitimidad del sindicato presentante.

 


2.-
Que en fecha 9 de octubre de 1997, la Dirección Nacional de Inspectorías y Asuntos Colectivos del Trabajo del Ministerio el Trabajo, dictó la providencia administrativa Nº 18, mediante la cual fueron declaradas con lugar las defensas opuestas por las prenombradas empresas. Alegaron que contra tal acto administrativo, que resuelve las defensas opuestas por un patrono para negociar una convención colectiva con un determinado sindicato, procedía el recurso de apelación para ante el Ministro del Trabajo, tal y como lo dispone el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo. Sin embargo, continúan los apoderados judiciales de la accionante, en fecha 16 de octubre de 1997, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (SINTRAIP), interpuso por ante el Juzgado Séptimo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, un recurso de nulidad conjuntamente con acción de amparo constitucional, sin haberse dado cumplimiento al requisito de previo agotamiento de la vía administrativa, como lo es la interposición del recurso de apelación en sede administrativa para ante el Ministro del ramo.

 


3.- 
Que mediante sentencia del 18 de febrero de 1999, el Juzgado Séptimo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declaró con lugar el recurso de nulidad interpuesto por SINTRAIP, “[...] en la cual no revisó las causales de inadmisibilidad del recurso [...]; y en segundo lugar, no se percató que la jurisprudencia es unánime al sostener que los tribunales del trabajo no son competentes para conocer de las demandas de nulidad de actos administrativos emanados de Inspectorías del Trabajo, sino que competentes son los tribunales de lo Contencioso Administrativo, en todo aquello que se refiere a las negociaciones de contratos colectivos, de conformidad con las previsiones del artículo 519 de la vigente Ley Orgánica del Trabajo”. Menciona a su vez que el tribunal de la causa, no solicitó al Ministerio del Trabajo el respectivo expediente administrativo, “[...] a los efectos de dilucidar si efectivamente el acto cuestionado carecía de legalidad [...]”.

 


4.- 
Que en fecha 23 de marzo de 1999, la presunta agraviada, actuando como tercero directamente afectado por la decisión, ejerció recurso de apelación en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Séptimo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 18 de febrero de 1999. Posteriormente, el juzgado a quo se negó a escuchar la apelación interpuesta “[...] por cuanto la empresa no se había hecho parte en el juicio, desconociendo que PDVSA Petróleo y Gas, S.A., como sucesora de las operadoras [Corpoven, Lagoven y Maraven], había intervenido como tercero en el procedimiento [...]”, desconociendo con tal negativa el carácter de tercero interesado de la empresa accionante y en consecuencia, fue vulnerado su derecho a la defensa y al debido proceso.

 


5.-
Que ante la negativa de escuchar la apelación interpuesta por la presunta agraviada, ésta interpuso recurso de hecho, el cual fue conocido por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en virtud de la distribución de ley. Narraron los apoderados de la empresa actora que “[...] En fecha 11 de mayo de 1999, el Juzgado Superior Tercero, niega la ‘apelación’ por cuanto las copias acompañadas no estaban firmadas por el juez de la instancia; desconociendo que el recurso ejercido era el de ‘hecho’ y no el de ‘apelación’ [...]”.

 


6.- 
Concluyeron los apoderados de la presunta agraviada, la sentencia impugnada vulnera la garantía del debido proceso y la seguridad jurídica, toda vez “[...] que para acudir ante los órganos jurisdiccionales es menester que, de manera previa, se agote el procedimiento administrativo interno para garantizar el principio de autotutela administrativa [...]”. Por otra parte, adujeron que el tribunal a quo, al dictar la denunciada sentencia, incurrió en usurpación de funciones al conocer y decidir las defensas y excepciones opuestas por un patrono (PDVSA), en el caso de que un sindicato (SINTRAIP), pretenda discutir una convención colectiva, facultad ésta expresamente atribuida al Ministro del Trabajo, por imperativo del artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

 

 

 

 

De la sentencia apelada

 

Mediante sentencia del 26 de agosto de 1999, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declaró con lugar la acción de amparo ejercida por PDVSA Petróleo y Gas, S.A., en contra del fallo proferido el 18 de febrero de 1999, por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de igual circunscripción. Fundamentó el a quo tal decisión, en los siguientes términos:

 

“[C]onsidera este Juzgado Superior que el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, no es competente para pronunciarse cuando se trata de una decisión del órgano administrativo, dictada conforme lo pauta el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo, pues tal competencia corresponde a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, declarando a su vez la nulidad de lo actuado en el Tribunal de la Primera Instancia del Trabajo por razón de incompetencia por la materia. Así se decide”. 

 

 

Consideraciones para decidir

 

Corresponde a esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente apelación y, a tales efectos, se observa que la misma ha sido ejercida en contra de la sentencia de amparo, dictada el 26 de agosto de 1999 por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. En este sentido, reiterando los criterios asentados en sentencias de fecha 20 de enero de 2000 (casos Emery Mata y Domingo Ramírez Monja), esta Sala es competente para conocer el recurso de apelación objeto de estos autos. Así se declara.

 

Determinada su competencia, debe esta Sala analizar el contenido del recurso de apelación interpuesto por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), en contra de la referida sentencia de amparo, previas las siguientes precisiones:

 

La Ley Orgánica del Trabajo vigente consagra en su artículo 5 la integridad y exclusividad de la jurisdicción laboral para conocer cualquier demanda incoada con ocasión de dicha ley, estableciendo claras excepciones relativas a los procedimientos de conciliación o arbitraje (artículo 655 eiusdem), o bien al proceso contencioso de nulidad incoado en contra de los actos administrativos emanados del Ministro del Trabajo, en los casos expresamente previstos en los artículos 425, 469 y 519 de la referida ley. Es decir, a partir de la entrada en vigencia de la misma, fue consagrado en materia laboral un régimen especial contencioso, que faculta a los tribunales del trabajo para conocer de las demandas interpuestas contra los actos administrativos dictado por las autoridades del trabajo, aplicando las disposiciones de la ley laboral, a menos que tal facultad se encuentre expresamente atribuida a los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, tal y como los establecen los mencionados artículos 425, 469 y 519 de la citada ley.

 

En el particular que nos ocupa, se observa que la presente acción fue incoada por la supuesta infracción del artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo –en perjuicio de los derechos constitucionales de PDVSA Petróleo y Gas, S.A.– contenida en la sentencia dictada por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el 18 de febrero de 1999, que declarara el derecho del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip) a discutir y negociar una convención colectiva con la presunta agraviada. Así las cosas, resulta determinante para el caso de autos examinar las disposiciones legales aplicables y, a tales efectos, se observa que el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo, dispone lo siguiente:

 

“Artículo 519.
Las partes convocadas para la negociación de una convención colectiva sólo podrán formular alegatos y oponer defensas sobre la improcedencia de las negociaciones en la primera reunión que se efectúe de conformidad con la convocatoria. Vencida esa oportunidad no se podrán oponer otras defensas. Opuestas defensas, el Inspector del Trabajo decidirá dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes sobre su procedencia. Contra la decisión del Inspector del Trabajo se oirá apelación en un solo efecto por ante el Ministro del Ramo. El lapso para apelar será de diez (10) días hábiles. Si el Ministro no decidiere dentro del lapso previsto en la Ley de Procedimientos Administrativos o lo hiciere en forma adversa, el sindicato podrá recurrir dentro de los cinco (5) días siguientes ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, la que decidirá en forma breve y sumaria.

 

Parágrafo único.- 
Si la decisión definitivamente firme declarare con lugar la oposición de la parte patronal, terminará el procedimiento. Si declarare improcedente la oposición, continuará las negociaciones.” (Subrayado de esta Sala)

 

De la redacción del artículo trascrito, se desprenden de forma indubitable dos circunstancias: (i) la decisión del Inspector del Trabajo que resuelva sobre las defensas opuestas por un patrono, en relación con la convocatoria que realice un sindicato para negociar una convención colectiva, es recurrible por cualquiera de las partes ante el Ministro del Trabajo; y, por otra parte, (ii) la facultad de la jurisdicción contencioso-administrativa para conocer de las impugnaciones interpuestas por un sindicato, en contra de la decisión emanada del Ministro del Trabajo, que resuelva adversamente a éste el recurso de apelación a que se ha hecho referencia, bien por declaración expresa del Ministro del ramo, bien por haber operado el silencio denegatorio. 

 

Cabe destacar que mientras la decisión del Inspector del Trabajo es recurrible por cualquiera de las partes de la negociación colectiva (patronos y sindicatos), sólo estos últimos están legitimados para interponer ante la jurisdicción contencioso administrativa, la demanda de nulidad en contra del acto administrativo del Ministro del Trabajo que niegue el derecho de un sindicato para negociar una convención colectiva, es decir, que declare con lugar las defensas opuestas por un patrono en la oportunidad debida.

 

En el caso bajo estudio, se observa –en primer término– que el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), interpuso por ante el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, un recurso de nulidad en contra de la Providencia Administrativa Nº 18, emanada de la Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo, en fecha 9 de octubre de 1997, la cual declaró con lugar las defensas opuestas por las sociedades mercantiles Corpoven, S.A.; Maraven, S.A. y Lagoven, S.A.; todas ellas antecesoras de PDVSA Petróleo y Gas. 

 

De conformidad con el artículo transcrito, lo procedente era que el referido sindicato recurriera en “apelación” para ante el Ministro del Trabajo el referido acto administrativo. Resulta entonces que el tantas veces mencionado sindicato, pretendió impugnar un acto administrativo acudiendo a un órgano jurisdiccional sin que se haya agotado previamente la vía administrativa (apelación ante el Ministro del ramo), lo que constituía una causal de inadmisibilidad del recurso contencioso de nulidad –ello de conformidad con el ordinal 2º del artículo 124 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia y el régimen constitucional vigente en ese entonces– que pretendía salvaguardar el principio de Autotutela Administrativa, esto es, la facultad conferida por el artículo 82 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, a la Administración Pública para revisar los actos por ella emanados.

 

Por tales motivos, considera esta Sala que el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, al obviar el cumplimiento del requisito de admisibilidad antes aludido (agotamiento previo de la vía administrativa), usurpó las atribuciones conferidas al Ministro del Trabajo por el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo; toda vez que sólo a éste compete conocer de las impugnaciones de actos administrativos emanados de la Inspectoría del Trabajo, con ocasión de la interposición de defensas por parte de un patrono para negociar una determinada convención colectiva. Así se declara.

 

En segundo término, la sentencia dictada por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el 18 de febrero de 1999, decidió un recurso de nulidad interpuesto no solo sin que se hubiere agotado la vía administrativa, sino que la facultad para conocer del mismo –de conformidad con el tantas veces citado artículo de la ley laboral– está expresamente atribuida a la jurisdicción contencioso-administrativa. De esta forma, el mencionado Juzgado de Primera Instancia, lesionó a su vez el derecho al debido proceso de la accionante, en la medida que conculcó su derecho a ser juzgado por el juez natural, previsto en el numeral 4 del artículo 49 de la Carta Magna, por cuanto el Juez Séptimo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, no era el llamado por la ley para conocer el recurso de nulidad interpuesto por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), lo que conlleva una grave lesión a la seguridad jurídica. Así se declara.

En otro orden de ideas, debe esta Sala aclarar que el órgano jurisdiccional a que se refiere el artículo 519 de Ley Orgánica del Trabajo –atendiendo lo dispuesto en el ordinal 10º del artículo 40 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, es la Sala Político–Administrativa de este Alto Tribunal, pues el acto administrativo definitivo que niegue el derecho de un determinado sindicato de discutir y negociar una convención colectiva, emana del Ministro del Trabajo. Se hace esta salvedad, por cuanto la sentencia de amparo recurrida por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), dictada por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial, en fecha 26 de agosto de 1999, y que resolviera este amparo en primera instancia, erróneamente señaló que la competencia para conocer la nulidad de un acto administrativo dictado de conformidad con el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo, correspondía a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, siendo lo correcto lo que esta Sala ha señalado en el presente fallo. Así se declara.

 

Precisado lo anterior, y en virtud de que el apelante no ha desistido del recurso interpuesto, corresponde a esta Sala pronunciarse sobre el mismo, el cual fue ejercido por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), en fecha 31 de agosto de 1999, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Superior Quinto de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, al conocer en primera instancia la presente acción de amparo. A tal fin se observa:

 

Fundamenta el referido Sindicato su apelación en el hecho de que la presunta agraviada “[...] hizo uso de los medios o recursos que le otorgaba la ley para impugnar los actos que consideraba lesivos a sus intereses, los cuales fueron decididos en su oportunidad por la instancia, por lo cual no existe tal violación del derecho a la defensa alegada”, para concluir que la presunta agraviada pretendía la revisión de los hechos en prohibida tercera instancia. 

 

En este sentido, los apoderados de PDVSA Petróleo y Gas narraron en el escrito contentivo de la acción de amparo, que efectivamente habían hecho uso de los recursos que el ordenamiento jurídico les brinda, pero haciendo notar que el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, se negó escuchar la apelación ejercida en contra de la decisión dictada por el mencionado tribunal el 18 de febrero de 1999, en virtud de lo cual interpuso recurso de hecho. A su vez, indicaron que tal recurso de hecho fue confundido por la alzada con un recurso de apelación y que, como tal, el mismo fue desestimado.

 

Visto que tales afirmaciones de la presunta agraviada fueron admitidas por el Sindicato apelante, al señalar que PDVSA Petróleo y Gas, S.A. había utilizado los mecanismos procesales de impugnación de sentencias, debe esta Sala otorgarles el valor de hechos admitidos, toda vez que no ha quedado controvertida la veracidad de los mismos y, por e contrario, ambas partes coinciden en su ocurrencia. En tal sentido, esta Sala observa que si bien es cierto que la presunta agraviada acudió a los mecanismos de impugnación de decisiones judiciales (ordinarios, como el recurso de apelación, que no fue escuchado; y extraordinarios, como el de hecho), ésta no obtuvo su pretensión de tutela constitucional por medio de tales mecanismos, lo que justificaba el ejercicio de la acción de amparo.

 

En otro orden de ideas, observa esta Sala que de los folios 181 al 184 y su vuelto, corre inserto escrito presentado por el ciudadano Ricardo Elías Vargas Vílchez, actuando en su carácter de Presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), en el cual manifestó que “el hecho lesivo que, a juicio del solicitante [del amparo] viola sus derechos constitucionales, cesó cuando el día cuatro (04) de octubre de mil novecientos noventa y nueve, [la presunta agraviada] dio cumplimiento voluntario a la decisión de fecha dieciocho (18) de febrero de mil novecientos noventa y nueve, dictada por el Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de la Región Capital (sic) [...]”, toda vez que “[...] a la fecha del presente escrito nos encontramos discutiendo la convención Colectiva Petrolera”. Por tales motivos, solicitó el mencionado representante del Sindicato apelante que fuera declarada la inadmisibilidad de la presente acción, de conformidad con el artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, aunque formalmente no desistió de la apelación.

 

De la narración hecha por el Sindicato apelante, se desprende que el mismo alega la supuesta cesación de los efectos del acto lesivo, por cuanto en el momento de interposición del mismo la industria petrolera había iniciado las negociaciones del proyecto de convención colectiva presentado por el sindicato recurrente el 26 de junio de 1997. Tal afirmación del recurrente incurre en una incongruencia, pues la continuación de las discusiones por parte del patrono y los sindicatos no implica en modo alguno la cesación de los efectos del acto jurisdiccional lesivo y cuestionado en la presente acción, sino más bien el consentimiento tácito por parte de la agraviada (PDVSA Petróleo y Gas, S.A.), de las violaciones cometidas por el órgano jurisdiccional, lo que a su vez puede constituir una causal de inadmisibilidad prevista en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, a tenor de lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 6 de la ley que rige la materia, que reza:

“Artículo 6.
No se admitirá la acción de amparo:

...omissis...

4) 4)      Cuando la acción u omisión, el acto o la resolución que violen el derecho o la garantía constitucionales hayan sido consentidos, expresa o tácitamente, por el agraviado, a menos que se trate de violaciones que infrinjan el orden público o las buenas costumbres.

Se entenderá que hay consentimiento expreso, cuando hubieren transcurrido los lapsos de prescripción establecidos en los lapsos de prescripción establecidos en leyes especiales o en su defecto seis (6) meses después de la violación o la amenaza al derecho protegido.

El consentimiento tácito es aquel que entraña signos inequívocos de aceptación.”

...omissis...

 

La anteriormente transcrita causal de inadmisibilidad, establece una limitante objetiva e incluso temporal, para el ejercicio de la acción de amparo, de tal forma que al haber sido consentida la violación constitucional, siempre y cuando afecte la sola esfera de los derechos y garantías del accionante, la referida acción de amparo deba ser desechada, en resguardo de la seguridad jurídica. Sin embargo, establece la citada norma que cuando las violaciones denunciadas infrinjan el orden público o las buenas costumbres, el consentimiento del agraviado no es un impedimento para el trámite de la acción, pues debe suponerse que en estos casos la lesión extiende sus efectos desde la esfera particular del accionante hasta los principios que gobiernan la estabilidad de la convivencia colectiva.

 

En el caso de autos, esta Sala ha determinado que la sentencia impugnada por la vía del amparo –cual es la dictada por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de fecha 18 de febrero de 1999– incurrió en graves vicios contrarios al orden público, como usurpación de funciones, violaciones al debido proceso e incompetencia manifiesta por la materia, lo que supone que el acto jurisdiccional mencionado carece de validez alguna. En tal sentido, observa esta Sala que a pesar de que la agraviada haya dado cumplimiento voluntario al fallo dictado por el mencionado tribunal de primera instancia, y que de ser ciertas tales afirmaciones, esa conducta pudiera implicar el supuesto consentimiento tácito de las violaciones ya mencionadas, no puede esta Sala convalidarlas por cuanto las mismas resultan contrarias al orden público, y menos aún –tal y como pretende el Sindicato recurrente– mantener sus efectos. En consecuencia, resulta forzoso para esta Sala desestimar los alegatos esgrimidos por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (Sintraip), contenidos en el respectivo escrito presentado por los recurrentes en fecha 11 de octubre de 1999. Así se declara. 

 

En último lugar, observa esta Sala que en varias ocasiones ha remitido a la Inspectoría General de Tribunales copias certificadas de las sentencias de amparo declaradas con lugar, incoadas contra decisiones suscritas por la ciudadana Mary Rodríguez Herrera, actuando en su carácter de Juez Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, quien –como es notorio- fuera destituida de su cargo por el Tribunal Disciplinario del Consejo de la Judicatura. Por tal motivo, resulta extraño que un juez sea objeto de reiteradas órdenes de investigación producto de las más variadas infracciones, en virtud de lo cual considera esta Sala conveniente remitir copia certificada del presente fallo a la Fiscalía General de la República, a fin de que se investigue cómo se designó a la Juez Mary Rodríguez Herrera, por medio de cuál mecanismo accedió al cargo y, si fuere procedente, exigir tanto a ella como a quienes la nombraron, las responsabilidades a que hubiere lugar, sobre todo si sus hechos o los de quienes la nombraron, fuesen considerados delictivos.

 

 

Decisión

 

 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, declara Sin lugar el recurso de apelación ejercido por el ciudadano Ricardo Elías Vargas Vílchez, actuando en su carácter de Presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Petrolera y Similares (SINTRAIP), en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 26 de agosto de 1999. En consecuencia, queda confirmada en los términos expuestos en el presente fallo, la decisión dictada el 26 de agosto de 1999, por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.
 

 

Publíquese y regístrese. Remítase copia certificada del presente fallo a la Fiscalía General de la República, a los fines de que sea practicada la investigación que aquí se ordena. Remítase el expediente al tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado.

 

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los 09  días del mes de  AGOSTO     de dos mil (2000). Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

	El Presidente de la Sala,

 

 

Iván Rincón Urdaneta
	 

	 
	El Vicepresidente,

 

 

Jesús Eduardo Cabrera Romero Ponente

	 

Los Magistrados,

	 

 

Héctor Peña Torrelles
	 

	 
	 

José Manuel Delgado Ocando

	 

Moisés A. Troconis Villarreal
	 

	 

El Secretario,

 

 

José Leonardo Requena Cabello


 

Exp. N° 00–0299

JECR/

 


Quien suscribe, Magistrado Héctor Peña Torrelles, salva su voto por disentir de sus colegas en el fallo que antecede, que decidió la apelación de una sentencia dictada en materia de amparo constitucional.

Las razones por las cuales me aparto de la sentencia aprobada por la mayoría son las mismas que he sostenido reiteradamente, desde las decisiones dictadas el 20 de enero de 2000 (Casos: Domingo Ramírez Monja; y Emery Mata Millán), por considerar que no existe en la Constitución de 1999 ninguna disposición que atribuya a esta Sala Constitucional competencia para conocer de las apelaciones o consultas de las sentencias dictadas en materia de amparo por los Tribunales de la República. 

En mi criterio, una correcta interpretación en materia de competencias para conocer del amparo debió dejar incólumes las normas atributivas de competencia previstas en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, de acuerdo con la evolución jurisprudencial que hasta entonces habían mantenido de forma reiterada tanto la Corte Suprema de Justicia como el resto de los tribunales de la República. La Sala Constitucional solamente debió asumir la competencia prevista en el artículo 3 eiusdem, y en el caso del artículo 8 del mismo texto legal, cuando los actos lesivos fuesen de ejecución directa de la Constitución o tuviesen rango de ley.  

En el caso concreto de las apelaciones o consultas, la norma contenida en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que prevé las apelaciones o consultas de las sentencias dictadas en materia de amparo, es precisa al indicar que el conocimiento de las mismas corresponden al Tribunal Superior respectivo atendiendo a la materia del caso concreto. Ahora bien, cuando dicho artículo alude a los "Tribunales Superiores", no se refiere necesariamente al Tribunal de Alzada, sino a un tribunal jerárquicamente superior dentro de la organización de los tribunales de la República con competencia en la materia afín a la relación jurídica dentro de la cual ocurrió la presunta violación de derechos constitucionales, tal como lo entendieron tanto la doctrina como la jurisprudencia patria, atendiendo al hecho de que la especialización de los tribunales contribuye a las soluciones más idóneas y eficaces en cada caso. De allí que, estima el disidente, el criterio de la afinidad de los derechos o garantías constitucionales se debió mantener igualmente entre las distintas Salas del Tribunal Supremo de Justicia, adecuándose a las competencias de las nuevas Salas, atendiendo al ámbito de las relaciones jurídicas donde surgieron las presuntas violaciones constitucionales, correspondiendo el conocimiento a aquella Sala cuyo ámbito material de competencia sea análogo a la relación jurídica involucrada (administrativa, civil, penal, laboral, agraria, electoral, mercantil, etc.). 

La modificación de las competencias realizada por la mayoría sentenciadora, constituye -a juicio de quien disiente- una alteración del régimen procesal previsto en la Ley Orgánica de Amparo, materia ésta (legislación procesal) que es de la estricta reserva legal, por estar atribuida al Poder Legislativo Nacional, de conformidad con el numeral 32 del artículo 156 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

 Por las razones anteriores, estima el disidente que, esta Sala Constitucional  no debió conocer en apelación de la decisión de amparo que cursa en autos, sino declinar el conocimiento de la causa en la Sala correspondiente de este Tribunal Supremo de Justicia.

Queda así expresado el criterio del Magistrado disidente.

En Caracas,  fecha  ut-supra.
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